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El Cuerpo Colegiado de Guardianes del Río Atrato: la defensa de derechos humanos a través de la protección del medio ambiente

El Premio Rafto de 2026 se ha concedido al Cuerpo Colegiado de Guardianes del Río Atrato por su valiente lucha contra la destrucción del medio ambiente y en defensa de derechos humanos en Colombia. La cuenca del río Atrato está expuesta a altos niveles de violencia, ya que la región se encuentra bajo el dominio de grupos armados y redes de delincuencia organizada implicados en actividades generalizadas de minería ilegal, con graves consecuencias para el medio ambiente. En estas difíciles circunstancias, y riesgos personales importantes, los Guardianes se han mantenido firmes en la primera línea de defensa. Mediante la vigilancia de los daños ambientales, la labor de concientización y formación con las comunidades afectadas y la exigencia de responsabilidades a las autoridades, el Cuerpo Colegiado de Guardianes demuestra cómo la protección de la naturaleza y de los derechos humanos fundamentales puede impulsarse desde las propias comunidades.

El río Atrato y la crisis de derechos humanos
El río Atrato, que nace en la cordillera de los Andes y desemboca en el mar Caribe, en el noroeste de Colombia, atraviesa una de las regiones con mayor biodiversidad del mundo, pero también una de las más afectadas por el conflicto del país. La riqueza en recursos naturales de la zona ha atraído a grupos armados, cárteles y redes de delincuencia organizada, que utilizan el territorio para el tráfico de armas y drogas, así como para la explotación ilegal de recursos. La creciente militarización de la región, la violencia generalizada y la destrucción del ecosistema del río Atrato han sumido a las comunidades locales en una crisis ambiental y humanitaria sin precedentes.
Las riberas del Atrato han sido durante generaciones el hogar de comunidades afrocolombianas e indígenas, cuya vida está estrechamente ligada al río. Para ellas, el Atrato es una auténtica fuente de vida: les proporciona agua potable, sustenta sus sistemas alimentarios y constituye un medio de transporte fundamental.
La extracción ilegal de recursos y la minería de oro han provocado una grave degradación ambiental y una intensa contaminación en la zona. Por ejemplo, el uso de mercurio en los procesos mineros ha provocado la acumulación de sustancias tóxicas en el suelo, el agua del río y los organismos acuáticos, lo que amenaza la biodiversidad, deteriora los ecosistemas y pone en peligro la salud de las personas[footnoteRef:1]. Esta contaminación tóxica constituye un grave problema de salud pública, ya que puede provocar graves daños, entre ellos trastornos neurológicos, especialmente en niños pequeños[footnoteRef:2]. Este entorno contaminado vulnera derechos humanos fundamentales de las comunidades locales, como el derecho a un medio ambiente sano, al agua, a la seguridad alimentaria y a la vida[footnoteRef:3]. [1:  AL COL (4.2025)]  [2:  A human health risk assessment of methylmercury, arsenic and metals in a tropical river basin impacted by gold mining in the Colombian Pacific region - ScienceDirect; Mercury]  [3:  AL COL (4.2025)] 


El modelo colectivo de los Guardianes 
El Premio Rafto de 2026 cobra especial relevancia en el contexto de la sentencia histórica dictada en 2016 por la Corte Constitucional de Colombia, que reconoció al río Atrato como un sujeto de derechos merecedor de protección[footnoteRef:4]. La sentencia reconoció la estrecha interdependencia entre el medio ambiente y las personas, y puso de relieve cómo su destrucción puede dar lugar a una vulneración de los derechos humanos. [4:  https://www.climatecasechart.com/document/atrato-river-decision-t-622-16-of-november-10-2016_976c;] 


En dicha sentencia, la Corte Constitucional designó al Gobierno nacional y a las comunidades étnicas afectadas como representantes legales encargados de supervisar su cumplimiento. Sin embargo, las comunidades consideraron que una sola persona no podía representar adecuadamente la diversidad a lo largo del río, por lo que optaron por un modelo distinto, basado en los principios de representación democrática, toma de decisiones colectiva y justicia ambiental. De este modo, crearon una estructura colectiva formada por catorce guardianes comunitarios, que incluía un hombre y una mujer de cada una de las siete organizaciones etnoterritoriales y sociales de la región, dando lugar así al Cuerpo Colegiado de Guardianes del Río Atrato (CCGA).
Durante la última década, los Guardianes han trabajado incansablemente y con gran riesgos personales en un contexto social y político complejo, violento e impredecible. A pesar de contar con recursos muy limitados, han continuado vigilando y denunciando las zonas afectadas por la minería ilegal y la degradación ambiental, asegurando así que quede constancia de las crisis ecológicas que siguen afectando a la región. A través de actividades de sensibilización y formación, informan a las comunidades locales sobre la degradación del medio ambiente, los riesgos derivados de la contaminación, los derechos del río y sus propios derechos. El trabajo del CCGA con las comunidades locales es fundamental para garantizar la protección del medio ambiente a largo plazo, ya que contribuye a formar a una nueva generación de guardianes y a reducir el riesgo de que los jóvenes sean reclutados por grupos armados. Asimismo, el CCGA trabaja activamente con el Gobierno y otros actores relevantes para garantizar que la sentencia no se quede únicamente en el papel. Para ello, promueve su aplicación, vela por que su cumplimiento siga siendo una prioridad y ejerce presión sobre las autoridades para que actúen.
La importancia del trabajo de los Guardianes se extiende mucho más allá de la cuenca del río Atrato. El Cuerpo Colegiado de Guardianes ha desarrollado un modelo único, impulsado desde las propias comunidades, para proteger el medio ambiente y los derechos humanos, que ha servido de inspiración para iniciativas similares tanto en Colombia como en otros lugares del mundo. Dado que se prevé que la demanda mundial de oro y otros minerales siga aumentando durante las próximas décadas, incrementando con ello la presión sobre las comunidades y los ecosistemas derivada de la explotación de los recursos naturales[footnoteRef:5], la labor de los Guardianes aporta valiosas lecciones sobre cómo proteger el medio ambiente y los derechos humanos. [5:  ECR25_P2b_Minerals_Crime.pdf] 


Grupos armados, violencia y economías ilegales 
En un país marcado por cinco décadas de conflicto armado, la lucha por la justicia ambiental es especialmente compleja. Desde la firma, en 2016, del histórico acuerdo de paz entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Gobierno, han surgido numerosos grupos armados vinculados a distintas economías ilegales, como el narcotráfico, el tráfico ilícito, la minería ilegal, la deforestación y la extorsión. Más de nueve millones de personas en Colombia viven en zonas controladas por grupos armados[footnoteRef:6] que ejercen un fuerte control sobre las comunidades[footnoteRef:7]. La minería ilegal de oro es una de las actividades económicas ilícitas de mayor magnitud[footnoteRef:8], crecimiento más rápido y mayor rentabilidad, y está especialmente extendida en toda América del Sur.  [6:  Colombia: Plan de Respuesta a Prioridades Comunitarias, enero 2025 - Colombia | ReliefWeb]  [7:  Colombia: Ongoing conflict stalls progress towards peace | NRC]  [8:  Illegal Gold Mining Has Become a Crisis Too Large for the U.S. to Ignore] 



Los grupos armados recurren a distintas estrategias para controlar a la población, entre ellas la violencia, la extorsión, las amenazas, el desplazamiento[footnoteRef:9] y el confinamiento forzado[footnoteRef:10]. Durante estos periodos de confinamiento, el riesgo de sufrir violencia de género o de ser objeto de reclutamiento forzado por parte de estos grupos aumenta considerablemente, especialmente entre las mujeres y los niños. Human Rights Watch (HRW) señala además que los grupos armados obligan directamente a las comunidades a participar en sus actividades. Para ello, presionan a los habitantes para que talen árboles, promuevan cultivos de coca destinados a la producción de cocaína, extorsionan a agricultores y amenazan a quienes defienden sus tierras[footnoteRef:11].  [9:  Colombia has the third largest number of internally displaced people globally -  Colombia: Trapped in their own territory | NRC]  [10:  Controlling the movements of the people or not allowing them to move for longer periods of time, ]  [11:  World Report 2026: Colombia | Human Rights Watch] 


«Colombia sigue siendo uno de los lugares más peligrosos del mundo para quienes defienden los derechos humanos», Volker Türk, Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos[footnoteRef:12]. [12:  Colombia: Urgent action needed to end widespread violence against human rights defenders – UN report | OHCHR] 


En los últimos años se ha registrado un aumento de la violencia ejercida por grupos armados y redes criminales contra las personas defensoras de derechos humanos. Desde 2016, al menos 1.500 defensores y defensoras de derechos humanos han sido asesinados[footnoteRef:13]  [13:  https://www.hrw.org/world-report/2026/country-chapters/colombia#bb52e4 ] 


Entre quienes se enfrentan a un mayor riesgo se encuentran los pueblos indígenas, las comunidades afrodescendientes y rurales, así como los líderes y defensores del medio ambiente. Según la ONG Global Witness, en 2024 fueron asesinados 120 activistas ambientales en todo el mundo, 48 de ellos en Colombia, lo que convirtió al país en el más peligroso para quienes defienden el medio ambiente[footnoteRef:14].  [14:  https://apnews.com/article/environmental-defenders-report-global-witness-latin-america-a1852340a1e5cb0b21da155eb3469981 ] 


La violencia ejercida por los grupos armados afecta de manera desproporcionada a los pueblos indígenas y afrodescendientes, así como a sus consejos comunitarios y líderes. Estos grupos buscan debilitar el tejido social, someter a las organizaciones locales y eliminar aquellas que cuentan con una presencia histórica en los territorios[footnoteRef:15]. El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en Colombia[footnoteRef:16] ha advertido de que varias comunidades indígenas del país se enfrentan al riesgo de una «extinción física y cultural» como consecuencia de la violencia ejercida por los grupos armados. [15:  02-24-2025-Ingles-Informe-Anual-Del-Alto-Comisionado-ONU-DDHH.pdf]  [16:  https://www.aptnnews.ca/national-news/un-warns-of-ongoing-tragedy-as-indigenous-groups-in-colombia-face-extinction/ ] 


Proteger el medio ambiente y garantizar los derechos humanos
«El medio ambiente es la base de la vida humana, y de él dependen la salud y el bienestar de las generaciones presentes y futuras», señaló la Corte Internacional de Justicia[footnoteRef:17]. En otras palabras, proteger la naturaleza es una condición indispensable para garantizar el pleno disfrute de los derechos humanos.  [17:  International Court of Justice (ICJ). 2025. Obligations of States in Respect of Climate Change, Advisory Opinion, 23 July 2025.] 


La concesión del Premio Rafto de 2026 al Cuerpo Colegiado de Guardianes del Río Atrato reconoce y destaca la valiente lucha de estos representantes de la comunidad por la justicia medioambiental y la defensa de derechos humanos fundamentales. 

De hecho, en un momento en el que el mundo se enfrenta a crisis ambientales de una magnitud sin precedentes, las autoridades y la comunidad internacional siguen buscando formas eficaces de responder a la destrucción de ecosistemas esenciales para la supervivencia de las comunidades. 

La sentencia sobre el río Atrato supuso una importante innovación jurídica y ha contribuido a transformar la manera de entender la relación entre los derechos humanos y los derechos de la naturaleza[footnoteRef:18]. Sin embargo, todo principio necesita de personas que lo defiendan. A través de su labor, los Guardianes trabajan para convertir en realidad los objetivos y principios establecidos en la ley.  [18:  McNeish, J. A., & Socha, J. M. (2024). Muddy waters: on the problematic political ecology of the Atrato ruling, Colombia. The International Journal of Human Rights, 1–21. ] 

Pedimos a las autoridades colombianas que garanticen el cumplimiento de la sentencia sobre el río Atrato, protejan el río y su entorno, y velen por los derechos humanos de las comunidades afectadas.
Pedimos a la comunidad internacional que promueva normas y sistemas de trazabilidad más eficaces para los recursos extraídos ilegalmente y que garantice la rendición de cuentas por la explotación criminal del medio ambiente. 
Pedimos a las empresas vinculadas a la extracción de recursos que actúen con transparencia respecto a sus cadenas de suministro y garanticen que las materias primas provengan de explotaciones mineras legales y gestionadas de forma responsable. 
Pedimos que se protejan los ecosistemas más vulnerables, se promueva una gestión responsable de los recursos naturales y se garanticen los derechos humanos de las comunidades que viven en las zonas más expuestas. 
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